STJSL-S.J. – S.D. Nº 009/16.-

---En la Ciudad de San Luis, a once días de febrero de dos mil dieciséis, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “URQUIZA, DIEGO MARTÍN c/ ZAVALA, MARCELO GABRIEL y OTRO s/ LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX Nº 240357/12.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ.- 

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C.?

III) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: 1) Que conforme constancias del sistema Iurix, en fecha 15/12/2014 la parte actora interpuso recurso de casación, contra sentencia definitiva Nº 94/2014 de fecha 02/12/2014, dictada por la Cámara de Apelaciones, Sala Civil, Comercial, Minas y Laboral de la Tercera Circunscripción Judicial, que hizo lugar a la apelación deducida por la demandada, revocó en todas sus partes la sentencia de primera instancia, y en consecuencia rechazó la demanda e impuso las costas al actor vencido. 

Los fundamentos del recurso intentado lucen agregados en fecha 30/12/2015.

1.1) Que, en los aludidos fundamentos, luego de exponer el objeto de su presentación, hacer algunas consideraciones sobre los presupuestos de admisibilidad del recurso interpuesto, y describir la sentencia cuestionada, dijo que se agravia de la sentencia porque se dejó de “…aplicar la ley que corresponde a la solución del conflicto (art. 59, in fine Const. Prov. SL, arts. 9, 10, 12, 58, 240, 244 LCT)…” y “…los principios protectorios laborales (…) tales como el principio de primacía de la realidad, in dubio pro operario, de irrenunciabilidad, de continuidad, de razonabilidad, etc…”

En relación a ello, luego de resaltar la función de los principios aludidos, se detuvo en el art. 59 de la Constitución Provincial y en el art. 9 de la LCT que formulan el indubio pro operario, para contrastar dicha regla jurídica con la apreciación de las constancias de la causa que hizo el Tribunal, según lo entiende el recurrente, a saber:

1.1.1) “…e) En este sentido, la Alzada se ha apartado de dichos principios propios del Derecho del Trabajo y de la normativa propia de esta rama del derecho, valorando parcialmente las pruebas aportadas en juicio, sin tener en cuenta la totalidad del plexo probatorio producido en autos, para luego incurrir en el error obviando la aplicación de los preceptos legales que en el caso correspondía.

f) En efecto, el Tribunal de Segunda Instancia, da por cierto que el actor trabajaba media jornada en base a documental acompañada por la demandada (libros laborales), desoyendo la prueba documental y testimonial producida en autos, tal el intercambio telegráfico en donde se impugna la registración, el horario expresado por la demandada en las cartas documentos en contradicción con lo que luego expresa en la contestación de demanda, la declaración de los testigos tanto de la actora como de la demandada.

De todo el plexo probatorio surge que el actor trabajó jornada completa, en todo caso, si había alguna duda, esta debía resolverse a favor del trabajador en base a los principios protectorios, tutelares del Derecho del Trabajo…”

1.2) De otra parte, cuestionó la cuadratura que la Alzada dio a la modalidad del distracto que tuvo por acaecido (abandono renuncia, art. 241 LCT), y acusó, en el punto, mala aplicación de la ley. En contrapartida reclamó que no se haya aplicado el art. 244 LCT (abandono del trabajo como incumplimiento del trabajador) en el que en todo caso no debió tenerse por ocurrido, porque no media prueba que dé cuenta de la intimación fehaciente a reintegrarse al trabajo, formalidad ineludible que la norma exige para tener por habido el abandono de trabajo. 

En virtud de ello encuadró la causal invocada en el art. 287 inc. a CPC y C.

2) Que, ordenado y corrido el traslado de ley, la demandada no contestó, por lo que se dio por perdido el derecho dejado de usar.

3) Que se ha pronunciado el Procurador General en fecha 21/08/15, en dictamen en el que afirmó que el agravio expuesto radica en la motivación de la sentencia y lo que se entiende probado como resultado del debate, lo que pone en evidencia la efectiva existencia de discrepancias en relación a la valoración del material probatorio, circunstancia que excede los lindes del remedio casatorio.

También dijo, que no surge de la fundamentación la demostración del error jurídico que se le atribuye a la sentencia, ya que la parte recurrente, si bien menciona los artículos no tenidos en cuenta para fallar, entra en el juego del libre arbitrio de los magistrados para resolver los casos concretos; pues la cuestión examinada se centra fundamentalmente en los hechos y la prueba respecto del abandono o no del trabajo por parte del actor.

En atención a ello postuló el rechazo del recurso.

4) Que, ante todo, corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley para provocar el juicio de casación. 

En este sentido, se advierte que el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente. Asimismo se observa que en virtud de la excepción expresa contenida en el artículo 290 del CPC y C, el recurrente se encuentra eximido de abonar el depósito exigido ordinariamente, como requisito de admisibilidad del recurso de casación, por revestir la calidad de empleado o trabajador. 
Por otro lado, se pretende la casación de una sentencia definitiva emanada de Cámara de Apelación, en cumplimiento de lo preceptuado por el art. 286 del CPC y C.

En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a del art. 301 CPC y C, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: 1) Que, a los efectos del análisis de esta segunda cuestión, y en armonía con lo que prescribe el art. 301 inc. b del CPC y C, debe dilucidarse si en la resolución recurrida existe alguna de las causales previstas en el art. 287 del código citado y si el escrito de fundación se basta a sí mismo, (pues en) caso contrario el recurso deducido no podría prosperar. (STJSL, 17/05/2007 KRAVETZ, ELIAS SAMUEL c/ EDESAL SA – D y P – Recurso de Casación). 
Al respecto, este Alto Cuerpo ha establecido que, para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumple, (hace que) el recurso en estudio deba ser rechazado (cfr. fallo citado en párrafo anterior).

En relación a la correcta conceptualización y por ende preciso trazado de lindes del remedio impugnaticio intentado, cabe señalar, siguiendo a doctrina especializada, que una de las características típicas de la casación es que “…sólo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado – objetivado - por ley (…). Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; y b) siendo esa vía “extraordinaria”, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo.” (Juan Carlos Hitters, Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación, 2ª  Edición, Librería Editora Platense S.R.L., La Plata, 1998, p. 213; citado anteriormente en STJSL 20/11/2007 “CHÁVEZ, MIRTA NORA c/ OBRA SOCIAL PERSONAL de IND. QUÍMICAS y PETROQUÍMICAS s/ COBRO DE PESOS – Recurso de Casación”).-
2) Del análisis medular de la exposición recursiva, que pretende encontrar cuadratura en el inciso a) del artículo 287 de la ley de procedimiento, es conveniente tratar por separado los motivos causales (agravios) propuestos a casación.

2.1) Así resulta que respecto del primer agravio, es decir que se haya dejado de “…aplicar la ley que corresponde a la solución del conflicto (art. 59, in fine Const. Prov. SL, arts. 9, 10, 12, 58, 240, 244 LCT)…” y “…los principios protectorios laborales (…) tales como el principio de primacía de la realidad, in dubio pro operario, de irrenunciabilidad, de continuidad, de razonabilidad, etc…”, el remedio recursivo no puede prosperar, por  adolecer de insuficiencia técnica.

En efecto, las supuestas normas y principios dejados de aplicar por el tribunal cuestionado, han sido mencionados con excesiva generalidad, acusando a la sentencia puesta en crisis de la no aplicación del art. 59, in fine de la Constitución Provincial de San Luis, y los arts. 9, 10, 12, 58, 240, 244 LCT) y de los principios protectorios laborales; sin precisar con todo detalle y especificación en qué consistió la mentada falta de aplicación. Es decir, tenemos dos vaguedades que hacen inviable el análisis casatorio de la materia propuesta en este agravio. Por un lado, la remisión genérica a principios laborales; y por otro, la falta de especificación de la parte de los artículos invocados, que cree no fueron aplicados. 

De los artículos mencionados, sólo se detuvo en el análisis de los arts. 9 de la LCT y 59 de la Constitución Provincial, y, respecto a ellos, se quejó de la falta de aplicación del indubio pro operario.

Sin embargo, tal circunstancia no cambia lo dicho anteriormente, pues el recurrente no ha precisado qué le hace colegir que los camaristas se han encontrado ante una situación fáctica o normativa dudosa, cuya resolución imponía la aplicación de las mentadas disposiciones. Al contrario, de la lectura de la sentencia surge indubitable que para los Camaristas la solución jurídica es la propuesta por el Juez que votó en primer término, criterio al que adhirieron el resto de los integrantes. Al decir esto no me pronuncio sobre la cuestión de fondo, a cuyo conocimiento no puedo adentrarme por la deficiencia del planteamiento que puntualizo.

2.2) Distinto es el enfoque del análisis formal respecto de la segunda causal propuesta, -también con base en el art. 287 inc. a de la ley de rito- i.e, la cuadratura que la Alzada dio a la modalidad del distracto que tuvo por acaecido (abandono renuncia, art. 241 LCT), y acusó, en el punto, mala aplicación de la ley. 

En contrapartida, reclamó que no se haya aplicado el art. 244 LCT (abandono del trabajo como incumplimiento del trabajador), en el que en todo caso no debió tenerse por sucedido, porque no media prueba que dé cuenta de la intimación fehaciente a reintegrarse al trabajo, formalidad ineludible que la norma exige para tener por habido el abandono de trabajo. 

En relación a ello, en principio, parecería que esta alegación constituiría una propuesta causal válida, pues admite que fijada la situación fáctica, pretende que se extraiga de la misma una consecuencia jurídica distinta, en virtud de corresponder la aplicación de una norma de derecho diversa, a la elegida por los Camaristas, para dar cuadratura al caso decidido.

Sin embargo, si atendemos al contenido de la argumentación en la que el recurrente fundó la presente crítica, advertiremos que el abordaje de la cuestión propuesta nos llevará a hacer mérito de la prueba y de las apreciaciones, que respecto de ella, han tenido los camaristas.

Así el recurrente dijo que: «…la Alzada hace una errónea aplicación del derecho para sentenciar que el actor ha incurrido en un caso de abandono renuncia, considerando que el actor por el transcurso del tiempo y la ausencia generó la convicción de que el trabajador abdicó de la relación laboral.

“La Excma. Cámara aplicó para fundar el supuesto abandono de trabajo del actor, (en) un(a) norma que no correspondía al caso, cual es el art. 241 de la LCT, y para ello hace una interpretación incorrecta de la misma, habida cuenta que esa norma dispone en su último párrafo, que para que haya una extinción del contrato de trabajo por voluntad concurrente de las partes, ella debe resultar “del comportamiento concluyente y recíproco de las mismas, que traduzca inequívocamente el abandono de la relación”.
“En el caso de autos, de la prueba producida, surge de manera palmaria que no ha habido una voluntad concurrente de las partes, y mucho menos un comportamiento concluyente y recíproco de las mismas, que pueda traducirse inequívocamente (en) el abandono de la relación.”
“De las constancias de autos surge que el actor se presentó a trabajar después de tomarse los días de vacaciones que se le habían otorgado verbalmente, como siempre había sucedido y era norma en la empresa, y que al no permitírsele reintegrarse al trabajo, intimó a la patronal para que le aclare su situación laboral y reconozca por escrito que los días de ausencia correspondían a vacaciones. Jamás el actor fue intimado durante este tiempo para que se reintegre a trabajar, que hubiese sido la conducta a seguir por cualquier empleador, ante las inasistencias “injustificadas” de un trabajador. Va de suyo que si las inasistencias no hubieran sido vacaciones, la parte empleadora hubiera reaccionado de manera diferente, es decir, hubiera intimado al trabajador, ante su primera ausencia, a que se presente a trabajar bajo apercibimiento de despido por abandono de trabajo.”
“Esto no ocurrió, por lo que puede inferirse que no hubo abandono voluntario del trabajo, ni intención del trabajador de renunciar tácitamente o dar por concluido el contrato de trabajo, como sostiene la Excma. Cámara, ello porque después de concluidas las vacaciones, el Sr. Urquiza se presentó a trabajar y la demandada no lo dejó ingresar al lugar de trabajo, motivando que aquel remitiera un telegrama laboral intimando que se le aclare su situación laboral.”
“De allí se desprende, que no hubo voluntad del trabajador de dar por concluido el contrato de trabajo en forma tácita, sino todo lo contrario, ya que manifestó de manera fehaciente su voluntad de seguir trabajando, presentándose a trabajar. Vale decir que no hubo de manera alguna un comportamiento concluyente del Sr. Urquiza del cual pudiera inferirse que había renunciado tácitamente al trabajo, sino todo lo contrario, habida cuenta que puso de manifiesto su intención de continuar con el contrato de trabajo.”
“De donde se puede concluir, que la Excma. Cámara aplicó erróneamente la norma del art. 241 de la LCT, es decir, incurrió en una de las causales de procedencia del recurso de casación en análisis, contemplada por la primera parte del inc. a del art. 287 del CPC y C (…).”
“Siguiendo con el análisis de los graves errores en la aplicación de la ley, incurridos en el fallo de la Excma. Cámara, esta parte sostiene que el caso debió caer bajo la órbita del art. 244 de la LCT, que es la norma que la Cámara debió aplicar y no aplicó.”
Para el caso de abandono de trabajo, la norma específica es la del art. 244 de la LCT, que expresamente dice: “El abandono de trabajo como acto de incumplimiento del trabajador sólo se configurará previa constitución en mora, mediante intimación hecha en forma fehaciente a que se reintegre al trabajo, por el plazo que impongan las modalidades que resulten en cada caso”.

“De las constancias de autos, documentación acompañada por las partes y demás prueba producida, no surge de manera alguna que la parte empleadora haya intimado en forma fehaciente al actor, para que se reintegre a trabajar y que éste no haya dado cumplimiento a tal intimación. La demandada hizo uso del instituto de abandono de trabajo después que fue intimada por el actor a aclarar su situación laboral, en ningún momento, antes de esta intimación, la accionada invocó dicho instituto, sólo lo hizo como defensa cuando se vio intimada por el actor.”
“Es evidente, que la demandada no observó o mejor dicho vulneró, con manifiesta malicia, lo dispuesto por el art. 244 de la LCT, toda vez que el abandono de trabajo no puede invocarse como defensa, y sólo puede argumentarse su configuración, cuando previamente a cualquier intimación cursada por el trabajador, la patronal lo ha constituido en mora mediante intimación fehaciente a presentarse a trabajar.”
“Esto no ocurrió, y surge de manera palmaria de las constancias de autos, de forma tal que la Excma. Cámara no puede bajo ningún punto de vista, sentenciar que hubo abandono de trabajo de parte del actor, so pena de incurrir en una de las causales de procedencia del presente recurso, cual es la prevista por el art. 287 inc. a…”
“La Excma. Cámara, debió aplicar la última parte de este inciso, y no lo hizo. Si lo hubiese hecho habría inferido de las constancias de autos, que la accionada nunca intimó en forma fehaciente al actor a presentarse a trabajar en el término que los usos y costumbres establecen, esa intimación no existe, por ende tampoco existe el abandono de trabajo, de donde puede concluirse sin temor a equivocarnos, que la Alzada no aplicó la norma legal indicada para el caso, o lo que es lo mismo, la vulneró en forma manifiesta.”
“h) En autos el actor emplazó a la demandada tanto respecto al otorgamiento por escrito de las vacaciones otorgadas de manera verbal (lo que justifica su ausencia), como así también para que se le aclarara la situación laboral al habérsele impedido el ingreso a trabajar luego de concluidas las mismas.”
“Es decir, que el actor en ningún momento guardó silencio frente a esa situación, sino que tuvo un comportamiento activo al respecto, lo que descarta la aplicación de la normativa (art. 241 in fine, LCT) utilizada por la Alzada para revocar la sentencia de primera instancia. Y en esta inteligencia el Juez de Primera Instancia así lo entiende al dictaminar que: “En este sentido y previo a determinar la cuestión, considero: En autos, no se ha tipificado el abandono, ya que la patronal no presentó prueba alguna, y del intercambio telegráfico no negado, surge que no había, en la actora, ánimo de abandonar sus tareas, mas aun intima a que se le aclare situación laboral…”

“i) De esta manera, el Tribunal de Alzada se ha apartado de la normativa vigente en materia de renuncia y abandono del trabajo, haciendo una interpretación retorcida y antojadiza del instituto en cuestión…» El renegrido me pertenece.

2.2.1) Luego de la extensa transcripción de la argumentación de la recurrente, debo decir que la misma no puede tener recepción favorable en atención a dos cuestiones, una preponderantemente fáctica y otra de derecho.

2.2.1.1) Para abordar el primer óbice anunciado, debemos recordar que en Casación, para resolver la cuestión jurídica propuesta, deben tomarse los hechos tal como vienen incorporados en el proceso, aprehendidos en la causa, y a la luz de ellos, que deben permanecer inalterados, juzgar la correcta o incorrecta aplicación e interpretación del derecho.

Ahora bien, el razonamiento del actor tiene como pilar la siguiente premisa: que el trabajador se ausentó de su trabajo en razón de que se tomó vacaciones, las que se habían acordado verbalmente con el empleador. 

Sin embargo, “ese hecho” no ha sido tenido por tal en la consideración de los camaristas, que atribuyeron a otra razón la ausencia del trabajador de su función de trabajo, al decir que “…existe prueba (testimonios ofrecidos por la demandada) que dan cuenta del altercado producido entre actor y demandado donde el empleado se retira ofuscado y en términos groseros da a entender que no volvería a trabajar…”

En consecuencia, por un lado, no se puede cambiar la base fáctica relativa a la ausencia del trabajador de su lugar de trabajo, y por otro no se puede modificar en esta instancia el sentido atribuido por el Tribunal a la ausencia del trabajador, porque ello sí implicaría el inescindible análisis del material probatorio, lo que está interdicto en la presente vía.

2.2.1.2) En relación al segundo motivo de improcedencia sustancial del recurso, debo decir que el recurrente no se ha hecho cargo del fundamento dado por el Tribunal para sostener la cuadratura del abandono renuncia, receptado en la última parte del art. 241 de la LCT.

En la sentencia los Camaristas abordaron –tal como lo anticipé ut supra- 1) El motivo que propició la ausencia del trabajador; 2) También se expidieron sobre el lapso de tiempo transcurrido desde que el empleador se ausentó hasta que envió carta documento, y 3) Sobre el contenido de la misiva, valorando parte de su texto como absurdo. A ello la Alzada adunó, 4) El análisis de las circunstancias en las que se produjo el distanciamiento, y concluyó que resulta ilógico pensar que la empleadora otorgaba las licencias anuales a tres meses de iniciado el período.

Bajo tal prisma, el Tribunal no dudó en encuadrar la situación en el art. 241 de la LCT.

Respecto de todo ello, nada dijo directamente el recurrente, limitándose a dar su “versión” de cómo cree que corresponde interpretar la situación acaecida, lo que dista de la posición asumida por el Tribunal en la pieza puesta en crisis, circunstancia que no basta para invalidar el pronunciamiento. 

En consecuencia, en razón de las deficiencias apuntadas, se impone responder a esta cuestión por la negativa.

Por lo expuesto, VOTO a esta cuestión por la Negativa.

Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-

A LA TERCERA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento. ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Que, en consecuencia corresponde rechazar el recurso de casación articulado. ASÍ LO VOTO.-

Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Costas al recurrente vencido, arts. 68, 69 CPC y C  y 111 CPL. ASÍ LO VOTO.

Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, febrero once dos mil dieciséis.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de casación articulado.-

II) Costas al recurrente vencido, arts. 68, 69 CPC y C y 111 CPL.
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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